Debate y votación del dictamen aprobado por la Comisión de Economía y Hacienda en relación con el proyecto de Ley Foral por la que se modifica el artículo 103 de la Ley Foral 14/2007, de 4 de abril, del Patrimonio de Navarra.

SRA. PRESIDENTA: Pasamos al segundo punto del orden del día: Debate y votación del dictamen aprobado por la Comisión de Economía y Hacienda en relación con el proyecto de ley foral por la que se modifica el artículo 103 de la Ley Foral 14/2007, de 4 de abril, del Patrimonio de Navarra. Se advierte a sus señorías de que el presente proyecto de ley foral requiere para su aprobación mayoría absoluta. Por los Grupos Parlamentarios UPN y Socialistas del Parlamento de Navarra y las Agrupaciones de Parlamentarios Forales CDN e Izquierda Unida se ha presentado una enmienda in voce de modificación del artículo único. Tal y como establece el artículo 141, en los dictámenes que requieren mayoría absoluta tengo que preguntar si algún grupo se opone a su tramitación. No siendo así, queda admitida a trámite y pasamos...

SR. ZABALETA ZABALETA: Presidenta, nosotros nos hemos opuesto antes a la tramitación y hemos dicho que nos oponemos a la tramitación.

SRA. PRESIDENTA: Señor Zabaleta, el anterior dictamen que hemos votado no requería mayoría absoluta. Este sí, y por eso tengo que advertir del artículo 141. Solo en los dictámenes que requieren mayoría absoluta tengo que preguntar si algún grupo se opone a la tramitación de las enmiendas in voce. Si su grupo se opone...

SR. ZABALETA ZABALETA: Nos oponemos. 

SRA. PRESIDENTA: Pues no se puede tramitar la enmienda in voce. Pasamos, entonces, a la defensa del dictamen. Abrimos un debate de totalidad. En el turno a favor, por UPN, señor García Adanero, tiene la palabra.

SR. GARCÍA ADANERO: Muchas gracias, señora Presidenta. Señorías, buenos días. La verdad es que no me esperaba esto, porque creo que es precisamente lo contrario de lo que es habitual en un Parlamento, es decir, tras el debate en la Comisión correspondiente de toda la modificación de la Ley del Patrimonio que se refiere a este artículo y a la enmienda que se había presentado por todos los grupos parlamentarios excepto Nafarroa Bai, se pretendía, como digo, después del debate en Comisión y después de alcanzar un consenso en esa Comisión con el compromiso, a través de una enmienda que Izquierda Unida había presentado al proyecto anterior pero que tenía mejor encaje en este proyecto de Ley del Patrimonio, que van unidos, redactar y presentar una enmienda para este momento y poder alcanzar un amplio consenso, como se había logrado, con casi la totalidad del Parlamento. Lógicamente, ahora no se puede llevar a cabo y la ley se aprobará con el dictamen aprobado, que es verdad que es un dictamen que cumple con la intención que se tenía, pero no es menos cierto que habría estado mejor con la enmienda presentada. 

Por lo tanto, nosotros votaremos a favor del dictamen porque la Ley del Patrimonio hay que modificarla para que tenga sentido toda la modificación de la ley anteriormente aprobada, pero es verdad que en este caso Nafarroa Bai no ha tenido el comportamiento más adecuado, aunque reglamentariamente lo puede hacer, evidentemente, pero creo que al existir un amplísimo consenso en hacer una enmienda que mejoraba sustancialmente el texto que íbamos a aprobar hoy, lógicamente, lo normal hubiera sido permitir ese trámite. No obstante, no-sotros votaremos a favor del dictamen porque entendemos que la Ley del Patrimonio hay que modificarla y hay que aprobarla y en el futuro habrá que incorporar esta modificación que habíamos traído como enmienda in voce y yo creo que el conjunto de los grupos ya haremos la modificación que haya que hacer. Por lo tanto, votaremos a favor. 

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor García Adanero. En el turno a favor ¿quieren intervenir más grupos? Por el grupo socialista, señor Lizarbe, tiene la palabra.

SR. LIZARBE BAZTÁN: Muchas gracias, señora Presidenta. Nosotros vamos a apoyar el dictamen tal y como está. Cada grupo está en su derecho de hacer el uso que considere más oportuno del Reglamento y así ha sucedido en este caso, pero también para que se aclaren el resto de sus señorías que no forman parte de la Comisión de Economía y Hacienda y también los medios de comunicación que nos acompañan, para que se sepa la verdadera historia de este tema, diré que no es cuestión de que nos hayamos vuelto un poco así de repente y vengamos aquí con una enmienda, la quitemos o dejemos de quitarla. El proyecto de ley foral que ahora se va a votar solamente tenía un artículo, que es como va a quedar finalmente, a la vista está, que define las sociedades públicas, modificando el artículo 103 de la Ley Foral 14/2007, de 4 de abril, del Patrimonio de Navarra. Lo que intentaba la ley, es decir, el Gobierno, y lo va a conseguir, es que diga: Las sociedades públicas, entendiendo por tales aquellas en las que la Administración de la Comunidad Foral o sus organismos públicos participen en su capital social, directa o indirectamente, en más de un 50 por ciento. Muy bien, nosotros entendimos que esta modificación de la Ley del Patrimonio era innecesaria y por esa razón presentamos en la Comisión una enmienda de supresión. Esa enmienda de supresión la retiramos a su vez porque en lo que allí se quedó después de esas largas horas que pasamos hablando sobre la regulación del sector público empresarial es en que había otra posibilidad diferente, que era consultar más abiertamente con el Departamento de Economía y Hacienda para que, en definitiva, la definición que contuviese la regulación de la anterior ley y de esta fuese lo más ajustada posible al Derecho comunitario. Y en esa confianza retiramos también nuestra enmienda y dijimos: que se suprima y que quede la Ley del Patrimonio como está, porque, de alguna forma, la regulación que ahora se incluye es más restrictiva.

Bueno, pues, evidentemente, ese texto es el texto que aquí se ha presentado que, por otra parte, venía de las propias enmiendas presentadas al respecto en Comisión, y lo que hace es ampliar precisamente el concepto de empresa pública, definiéndola ya como sociedad pública pero ampliándola, es decir, las dudas o suspicacias que pueda haber respecto de las intenciones del Gobierno, con la enmienda que no se ha admitido a trámite era peor para el Gobierno, si es que tiene malas intenciones. Si partimos de esa hipótesis, con la enmienda que se iba a aprobar se restringía más su campo de actuación, pero no se aprueba por una cuestión reglamentaria. Cuando oía hablar al señor García Adanero pensaba que iba a decir: muchas gracias, muchísimas gracias porque me ha hecho un favor gratis et amore, señor Zabaleta. Insisto, cada uno puede establecer la estrategia política que le parezca más adecuada, faltaría más, pero, evidentemente, si no confiamos en que el Gobierno va a aplicar no solo la letra sino el espíritu de la ley que hemos aprobado hace unos momentos, evidentemente, la garantía adicional era este texto.

Bien, ahora no tenemos este texto. Pues bueno, una cosa más quiero añadir, no nos preocupa excesivamente. Es mejor que esté este texto aprobado, pero no le preocupa excesivamente al grupo socialista, aunque habrá que aprobar una modificación de estas características tarde o temprano, porque es, además, el concepto que a nivel comunitario se ha establecido de forma pacífica y no discutida después de muchas guerras dialécticas al respecto, por una razón sobre todo, y es porque la ley que hemos aprobado antes, y doy este argumento no para hablar de la anterior ley sino para que se entienda el tema del que ahora estamos hablando, si algo hace es recoger el conjunto de esas sociedades públicas que intentaba definir la enmienda in voce única a este proyecto de ley. Por lo tanto, en fin, pero a mí me parece que las cosas, evidentemente, y también lo que es la cortesía parlamentaria normalmente suele reservar estas cuestiones para otros momentos. En cualquier caso, no se ha modificado ahora, pero lo intentaremos en otro momento. 

Claro, lo que sucede es que hay que tener cuidado con los momentos, porque antes el señor Alli decía: la semilla ha caído en buen lugar y ha germinado adecuadamente y ha dado lugar a una ley muy importante. Claro, pero esto es como el tren, que se pasa, el tren se pasa a veces si no se llega a coger en un momento determinado. Por lo tanto, las oportunidades que hoy teníamos en esta Cámara de regular las sociedades públicas de acuerdo con el concepto del derecho comunitario, en contra de la habitual y tradicional posición del Gobierno de Navarra en esta Cámara durante doce años, simplemente se han quedado en nada. Yo espero que estemos en tiempo extenso, largo, y que la semilla pueda germinar, pero les hago la pregunta: ¿se mantendrá ese clima de consenso? Porque, claro, es fundamental porque, si no, evidentemente una ley de mayoría absoluta va a ser un poco difícil modificarla en ese sentido, pero, bueno, así son las cosas, evidentemente porque así las has querido algún grupo, no porque lo haya querido el grupo socialista. Muchas gracias.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Lizarbe. Por la agrupación de Convergencia, señor Alli, tiene la palabra.

SR. ALLI ARANGUREN: Señora Presidenta, señorías, de nuevo egun on. Estábamos ante la modificación de un precepto concreto, el artículo 103 de la Ley de Patrimonio de Navarra, que debía adecuarse al contenido de la ley de la Corporación, y de ahí que en el proyecto de ley del Gobierno se diese un concepto de sociedades públicas. Como ha dicho muy bien el señor Lizarbe, en la Comisión fuimos la mayoría de los grupos y las dos agrupaciones los que pusimos de relieve que esta definición se quedaba corta, que era el momento de adecuarla a un marco, por otra parte vigente y vinculante para esta Comunidad, como lo es para todos los Estados miembros de la Unión Europea, y es el concepto que en la Unión han dado ya. Porque esta es una cuestión que ha sido poco pacífica en la propia Unión Europea durante muchos años, teniendo en cuenta la importancia que el sector público, la capacidad de actuación que el Gobierno directa o indirectamente tenía sobre el sector empresarial. De ahí que se haya llegado en una evolución, y no voy a cansarles a sus señorías con un detalle que expuesto está en otro lugar más adecuado para esto, de cómo ha tenido que ir articulando la unión de las sucesivas valoraciones que el Tribunal de Justicia ha ido realizando para llegar a considerar que la libre concurrencia, que es un objetivo del Tratado de Roma, podía quebrar cuando un Estado, cualquier Estado de la Unión, tenía la posibilidad no solo de participar en el capital social mayoritariamente sino de hacerlo de otra forma mucho más sutil, por medio de esto que llamamos capacidad para nombrar a más de la mitad de los miembros de los órganos de administración, de dirección o de vigilancia, o financiación directa o indirecta de más de la mitad de su actividad. Ahí hay una cantidad importante de jurisprudencia muy casuística estableciendo que en determinados supuestos debía tener la consideración de empresa pública, porque estaba directamente vinculada a la prestación de servicios públicos sustantivos o esenciales, y, por tanto, se consideraba que esas entidades, aunque tuviesen carácter de empresa, como digo, estaban directamente vinculadas a lo que sería el poder de un Estado, y otros, como era todo el ámbito de la telefonía, que era pública en Europa, o, por poner referentes muy claros, de las compañías de vuelos, que eran públicas, las llamadas compañías de bandera, etcétera, y otros muchos sectores de la industria en los cuales, si no tenía participación mayoritaria, tenía esta capacidad para nombrar. El consenso que allá se manifestó, además, némine discrepante, señor Zabaleta, fue que efectivamente debíamos incorporar el concepto comunitario. Y como muy bien ha dicho el señor Lizarbe, lo podíamos haber introducido a través de una enmienda, porque enmienda había, del grupo de IU, o diciendo: bueno, ya que aquí estamos intentando llegar a un consenso vamos a contar también con la opinión de los técnicos del Gobierno, que son los que han elaborado la norma, para que, efectivamente, establezcamos ese consenso no solo político sino también, vamos a decir, de orden conceptual y jurídico para que todo esté armónicamente trabado. Esta es la enmienda, señorías, que no tiene más maldad, fíjense ustedes, que incorporar el criterio comunitario a la ley foral.

Bueno, como decía el señor Lizarbe, pues muy bien. ¿Que por circunstancias de ejercicio de la libertad que tiene cada grupo no se va a incorporar? Bueno, no nos engañemos, esto está vigente, esto es derecho comunitario, y el derecho comunitario forma parte del derecho estatal y, por tanto, claro que está vigente, y, si en algún momento alguien entiende que, efectivamente, se están incumpliendo las reglas de la competencia o se está infringiendo este contenido, es evidente que podrá llevar a decisiones que se adopten en Navarra, precisamente porque se den o no estas circunstancias. Otros Estados nos han precedido desde hace muchos años. Igual la Comunidad Foral de Navarra tiene la dicha de aparecer en el repertorio de la jurisprudencia del Tribunal Europeo, previa la correspondiente sanción, previsiblemente, entre las instituciones por estar ayudando a romper lo que sería el principio de libre circulación, de libre concurrencia, en definitiva, uno de los objetivos capitales de la Unión Europea.

Queda la posibilidad de que ya no en este período, sino a la vuelta, efectivamente, se tome una iniciativa en este sentido. Estamos hablando de mayoría absoluta. Si lo hacemos con suficiente proximidad no habrá habido motivos objetivos para romper esa idea que aquí queda expuesta y que es mayoritaria: la apoyan los dos partidos del Gobierno, la apoya el grupo mayoritario de la oposición, que tiene un pacto con el Gobierno, pero esto es de puro sentido de la juridificación de las cosas, y lo apoya Izquierda Unida. Por tanto, en nuestra opinión, es mejor hacerlo, es mejor incorporarlo, aunque tengamos que revisar el contenido de esta ley dentro de dos o de tres meses, porque así estaremos incorporando y eliminando las contradicciones que se estaban dando en el ordenamiento jurídico foral y que obligaron, precisamente, a tramitar este proyecto de ley del artículo 103. Lo que pretendemos es, efectivamente, superar esas contradicciones y, además, superar la omisión que supone no incorporar este inciso final que hay aquí sobre que también son sociedades públicas aquellas, etcétera, que no voy a repetir.

Tiempo al tiempo, esta es una cuestión que no nos debe producir mayores dolores de cabeza, pero supone de algún modo romper un principio que ha sido excepcionalmente roto en esta Cámara, y es el de la cortesía parlamentaria, sobre todo cuando es una iniciativa que viene avalada por un número importantísimo de grupos parlamentarios. Bueno, también en cuestión de cortesía cada uno, en este caso cada grupo, tiene su estilo y a algunos parece evidente que no les gusta practicarla.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Alli. Por la agrupación de Izquierda Unida, señor Erro.

SR. ERRO ARMENDÁRIZ: Muchas gracias, señora Presidenta. Hay días en que todos estamos más acertados y días en que estamos menos, y hoy, señor Zabaleta, creo que ha patinado. Esta enmienda proviene de una exigencia ya histórica –si me permite el señor Lizarbe, ya que ha asumido el protagonismo en las modificaciones de la ley y de la propia ley que ya hemos aprobado en el punto anterior– de mi formación política de ampliar el concepto de qué se entiende por sociedad pública, precisamente para que tengan un mayor control y no se utilicen, como decía ahora el señor Alli, instrumentos y recovecos con los cuales las Administraciones Públicas, a través de nombramientos pero sin participación mayoritaria del capital, asumían el control de determinadas sociedades. Además, lo que más me extraña, señor Zabaleta, es que cada vez que hemos debatido la Ley de Contratos, cada vez que hemos debatido la Ley de Hacienda, cada vez que hemos debatido la Ley de Patrimonio en este Parlamento, Izquierda Unida ha presentado esta enmienda y usted la ha apoyado. Por lo tanto, no es un debate nuevo en el que no sabemos qué es lo que se está incorporando, es un debate de profundidad, de incorporar un planteamiento mucho más amplio del concepto de sociedad pública que, además, el propio proyecto de ley no lo contemplaba, que lo hemos incorporado desde este Parlamento, y sabe usted quiénes lo incorporan. Por lo tanto, me parece que comete un error.

A partir de aquí tenemos dos posibilidades. Una es, aunque no sé si lo prevé el Reglamento, que usted reconsidere lo que ha hecho, negarse a la tramitación de una enmienda in voce, algo además absolutamente poco habitual, por no decir nada habitual al menos en esta legislatura. Pero, si usted no está por esa labor, yo lo que traslado es tomar la iniciativa de forma inmediata a la aprobación de esta ley como a través de una proposición de ley, y ofrezco tanto a UPN al Partido Socialista y al CDN firmar conjuntamente una proposición de ley de modificación de lo que por culpa de Nafarroa Bai hoy se va aprobar y traerla de forma inmediata en el mismo momento en que podamos, si puede ser esta misma semana mejor, para su debate de forma urgente, porque espero que no se confirmen las amenazas que señalaba el señor Lizarbe. Yo creo que UPN ha sido muy clara en su aprobación y defensa. El propio Consejero ha hecho una intervención defendiendo esta ampliación del concepto de sociedad pública que trasladábamos desde Izquierda Unida y, por lo tanto, considero que esa posición no se variará y que podremos incorporar esto de forma inmediata, porque esa es la voluntad mayoritaria de este Parlamento, por mucho que, debido a una jugada en corto en la interpretación del Reglamento, hoy el señor Zabaleta y Nafarroa Bai impidan este concepto mucho más amplio de lo que es la sociedad pública y del control efectivo que sobre ellas se debe hacer en un régimen democrático por parte del Parlamento y del conjunto de la sociedad. Nada más y muchas gracias.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Erro. ¿Turno en contra? Por el grupo de Nafarroa Bai, señor Zabaleta, tiene la palabra.

SR. ZABALETA ZABALETA: Egun on, buenos días. Ya he anunciado en mi anterior intervención que especificaría en qué consiste el error de esta enmienda y consiste exactamente en que no es conforme con la jurisprudencia comunitaria. Voy a decir de esta enmienda de sustitución, traída aquí después de un dictamen y entregada media hora antes, con una ley de artículo único promovida por el Gobierno y que no se refiere ni siquiera al artículo 103 sino solo a una parte del artículo 103, letra b), dónde está la quiebra. La quiebra, en contra de lo que ha manifestado el señor Erro, está en que precisamente por su carencia de rigor no dice lo que el señor Erro querría que dijese. Esta enmienda debería decir lo siguiente: son también sociedades públicas aquellas en las que la Administración de la Comunidad Foral de Navarra y/o sus organismos públicos dispongan de control jurídico sobre el funcionamiento de la sociedad. Eso es lo que se dice en Europa: control jurídico sobre el funcionamiento de la sociedad.

¿Qué dice, en cambio, esta frivolidad que naturalmente con sumo gusto y alborozo ha firmado en el último momento el Gobierno de UPN para que no tuviéramos capacidad de discutir ni de modificar? Dice: “capacidad para nombrar más de la mitad de los órganos de administración, de dirección, de vigilancia o financie, directa o indirectamente, más de la mitad de su actividad”. ¿Qué es la vigilancia? El consejo de vigilancia que existe en algunas sociedades suele ser meramente un consejo consultivo y, si la Administración tiene capacidad para nombrar un consejo de vigilancia, ¿convierte eso en una sociedad pública?, porque aquí habla de “o de vigilancia”. Y si tiene la capacidad de proponer la dirección, ¿eso convierte a una sociedad en una sociedad pública? Pero, vamos a ver, el control de la sociedad es lo serio, lo riguroso, lo que se exige para que una sociedad sea pública y, si no es así, estamos haciendo una norma en la que los recovecos y las posibilidades de hurtar el control jurídico son absolutamente todas. Estamos haciendo un queso gruyer.

Esa es precisamente la razón por la que aquí se presenta un proyecto por el Gobierno, se discute en la Comisión, se hace un dictamen y en el último momento viene una enmienda de sustitución y ¿qué motivación tiene esa enmienda de sustitución? Dice: “Motivación: la definición propuesta para la sociedad pública se adecua más formalmente a la regulación y tratamiento en el derecho –nada menos– y jurisprudencia comunitaria”. ¿Ha citado aquí el señor Miranda alguna jurisprudencia comunitaria? ¿Ha citado aquí el señor Alli alguna jurisprudencia comunitaria? ¿Han citado aquí alguna jurisprudencia comunitaria el señor García Adanero o el señor Lizarbe? Aquí lo que falta es la realidad, el control jurídico y eso, ¿cómo se hace?, eso se puede hacer bien contractualmente, que es una de las maneras, o bien mediante el establecimiento de las pautas correspondientes en los propios estatutos de la compañía y, si no, no existe, porque, claro, los consejos de vigilancia en las cooperativas, en las sociedades, etcétera, todos sabemos que tienen una función meramente consultiva, si no es en muchas ocasiones decorativa, y, claro, no estamos a estas alturas, después de quince años de debate sobre este tema, para hacer decoraciones, por lo menos nosotros.

Hablemos más del último punto también. Según esta enmienda, también es sociedad pública aquella financiada directa o indirectamente en más de la mitad de su actividad, ¿por vía de qué?, porque si es por vía de subvención ya me dirán ustedes, tenemos una pléyade de entidades, de sociedades en el ámbito de la cultura, en el ámbito de los quehaceres sociales que se pueden erigir y reivindicar su condición de sociedades públicas. ¿Cuántas sociedades y empresas hay hoy en esos ámbitos a los que me acabo de referir o en otros como la educación que se financien en más de su mitad por vía de subvención de los fondos públicos? Numerosísimas empresas. ¿Van a ser todas esas empresas públicas? No.

¿Qué es lo que estoy poniendo aquí como ejemplo? Estoy poniendo aquí como ejemplo simplemente que esta enmienda, presentada en el último momento con carácter de sustitución, con una fundamentación que debería avergonzar al señor Alli, por cortesía parlamentaria, porque referirse a la jurisprudencia comunitaria y no haberse citado aquí absolutamente ni una sola sentencia debería sonrojar a algunos, es un queso gruyer que origina absoluta inseguridad jurídica.

La definición de empresa pública, de sociedad pública es algo muy serio, es algo que no se ha efectuado hasta la Ley de Patrimonio con suficiente precisión y es algo que adolece de falta de rigor. Por lo tanto, si quieren ustedes tener una iniciativa se la dicto: son también sociedades públicas aquellas en las que la Administración de la Comunidad Foral de Navarra o sus organismos autónomos dispongan de control jurídico sobre el funcionamiento de la sociedad. Ya está hecha la ley. Si no pone eso, si pone lo que se dice aquí: capacidad para nombrar más de la mitad de los miembros de los órganos de administración, de dirección o de vigilancia... Oiga usted, esta noche he oído hablar al dueño del Betis, que debe de tener la mayoría en ese equipo, y decía: ya me pueden poner a mí todos los presidentes que quieran, que yo los cambio pasado mañana a la mañana si quiero. Eso es lo que quiere con su texto el Gobierno de Navarra, tener un queso gruyer a lo Lobera, ¿no se llama así el presidente?, Lopera, bueno, ya veo que el señor Sanz está más enterado que yo en materia futbolística, no en vano fue extremo izquierda en fútbol, que no en política. (Risas)
Dicho esto estamos ante un tema absolutamente riguroso y serio, en el que la definición merece un rigor, y no es serio que este Parlamento reciba una propuesta de sustitución de una ley de artículo único referida a una parte de un artículo, el 103 apartado b), en el que se introduzca un cambio en la definición de sociedad pública, tema absolutamente y recurrentemente pedido, y absolutamente carente de rigor.

Capacidad, dirección, vigilancia, financiación, todos esos conceptos, los cuatro que están aquí, no tienen seguridad jurídica si no se les añade el concepto de control y, si no se les añade el concepto de control, son susceptibles de una interpretación que convenga absolutamente en cada momento al que está gobernando. Ya me dirá usted, señor Erro, con esta definición cómo les va a quitar la consideración de empresas públicas a las sociedades, a las asociaciones, a las entidades que por vía de subvención tienen una financiación directa o indirecta mayor de la mitad si así lo reivindican. No se la puede negar, hombre, ¿cómo se la va a negar si lo pone aquí?: o financie directa o indirectamente más de la mitad de su actividad. ¿Qué les va a decir?, ¿Usted no porque a mí no me gusta? Lo mismo decimos del consejo de vigilancia o de la dirección, hay muchísimas ocasiones en que una empresa puede pactar con una entidad o con una Administración que la gestión sea ejercida a través de diferentes formas por esa Administración, y eso es habitual, además, es muy corriente que cuando se va a tomar el control de una sociedad o cuando se pretende transferir se diga: nombren ustedes al gerente, ténganlo ahí durante unos meses y así se hace cargo de la situación, etcétera. ¿Esa empresa, esa sociedad se convierte por esa misma razón en sociedad pública?

Esta enmienda introduce absolutamente todo un caudal de posibilidades en los que la inseguridad jurídica campa a sus anchas. Se ha presentado una enmienda de sustitución y no utilizaríamos esta vehemencia si no se hubiera querido utilizar también referencias a temas que nos son muy queridos, como la cortesía parlamentaria y otros. La cortesía parlamentaria falta por haber presentado una enmienda de sustitución, después de haber pasado todos los trámites a los que me he referido, en el último momento en un texto no discutido. En cuanto al fondo lo que nos interesa, señor Erro y señor Lizarbe, es el rigor porque, si no hay rigor, no hay control, y esto no tiene rigor. Eskerrik asko. Nada más.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Zabaleta. Terminado el debate del dictamen pasamos ahora a su votación. Recuerdo a sus señorías que se necesita el voto favorable de la mayoría absoluta de los miembros de la Cámara. Comienza la votación. (Pausa) Resultado de la votación, señora Secretaria.

SRA. SECRETARIA PRIMERA (Sra. Figueras Castellano): El resultado es el siguiente: 34 votos a favor, ningún voto en contra, 14 abstenciones. Señorías, solicito de la Cámara que se faculte a los servicios jurídicos para realizar las correcciones técnicas que sean precisas en el texto definitivo de la ley foral. Por tanto, señorías, queda aprobada la ley foral por la que se modifica el artículo 103 de la Ley Foral 14/2007, de 4 de abril, del Patrimonio de Navarra.

